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Así América Latina y el Caribe no figuren 
entre las zonas que más producen gases 

de efecto invernadero, lo cierto es que sí son 
una de las regiones más vulnerables a los 
efectos lesivos del cambio climático. 

Una prueba de ello es el último informe 
de la Oficina de la ONU para Asuntos Hu-
manitarios, según el cual las catástrofes 
naturales “a veces exacerbadas por el cam-
bio climático como huracanes, terremotos, 
sequías e inundaciones” han afectado a 152 
millones de personas en toda la región desde 
el año 2000. Un total de 1.205 desastres se 
contabilizaron en ese lapso. 

De esta forma, el subcontinente se con-
vierte en la segunda región más propensa a 
desastres naturales en el mundo. Sin duda 
alguna entre los más destructivos están las 
tormentas y huracanes, sobre todo en la 
zona del Caribe y Centroamérica. En lo que 
va corrido de este siglo, de acuerdo con la 

ONU, la región ha enfrentado un promedio 
de 17 de estos fenómenos al año y 23 de 
ellos han sido de categoría 5 desde el año 
2000 a la fecha.

En cuanto a los terremotos, es claro que 
Chile y Perú han sufrido  los más fuertes 
en estas dos décadas. En general, América 
Latina y el Caribe han experimentado 75 
movimientos sísmicos de gran intensidad, 
que han resultado en 226.000 muertes y 
339.000 heridos. En total, los fenómenos 
telúricos han afectado a 14 millones de 
personas y causado daños de hasta 54.000 
millones de dólares.

Otra de las amenazas fuertes han sido 
los volcanes. El informe de la ONU advierte 
que muchos países de América Central y 
del Sur están situados a lo largo del “Anillo 
de Fuego”, que se extiende desde México 
hasta Chile en la región, exponiéndolos a la 
actividad volcánica. 

Ahora bien, las inundaciones son el de-
sastre más común en la región. Las estadís-
ticas de la Oficina de la ONU para Asuntos 
Humanitarios señalan que en los últimos 20 
años se han registrado 548 de estos fenó-
menos, con pérdidas que alcanzan los 1.000 
millones de dólares y unos 53 millones de 
personas fueron afectadas directamente.

El informe señaló que si bien Brasil se 
encuentra entre los principales países con 
mayor población expuesta a estas catástro-
fes, Colombia, Panamá, Costa Rica, Vene-
zuela, Perú, Bolivia, Uruguay y Argentina 
también han sido afectados. Incluso, sobre 
nuestro país se hace énfasis en que más de 
10 millones de personas han sufrido este 
tipo de desastre en los últimos años, la ma-
yor cantidad de población en la región. Igual 
ocurre con los deslizamientos, que estas 
dos décadas han afectado principalmente a 
Guatemala y Colombia.

Tras la designación en la última semana 
de la titular del nuevo Ministerio de 
la Ciencia, Tecnología e Innovación, 

Colombia llegó a 18 carteras, pues hace 
pocos meses también se había instituido la 
del Deporte.

Años atrás el mayor o menor número 
de puestos en los respectivos gabinetes de 
orden nacional era asimilado a una mayor 
o menor propensión hacia temas como el 
centralismo administrativo, la carga buro-
crática o el nivel de eficacia de los aparatos 
estatales. Hoy, bajo las nuevas teorías de la 
administración pública, ese factor cuantita-
tivo ministerial ya no es tan importante. Sin 
embargo sí tiene un efecto superlativo en 
la ciudadanía así como en la calificación de 
esta sobre la eficiencia de sus respectivos 
gobiernos. 

En la edición del pasado sábado publica-
mos un informe sobre cómo estaba Colombia 
en materia en número de carteras a nivel 
latinoamericano. Se encontró que con 18 
cargos de este rango nuestro país se podría 
decir que está en la mitad de la tabla frente 
a naciones que, como Uruguay, tiene 13 
ministerios o con relación a Venezuela, que 
lidera el top con 33 carteras, seguida de 
Costa Rica con 24, República Dominicana 
con 23, Brasil con 22 y Argentina con 21.

Es evidente que el peso específico de los 
ministerios en Colombia ha variado en la 
última década, no solo porque el sistema de 
pesos y contrapesos así como de separación 
y equilibrio de poderes se ha refilado por 
distintas circunstancias, sino porque en el 
lapso se crearon otras instancias que por su 

enfoque multisectorial y manejar políticas 
de amplio espectro terminan teniendo más 
poder de decisión, capacidad ejecutiva e 
incluso preponderancia institucional que 
las carteras del gabinete. Tal es el caso de 
las Agencias, como las de Víctimas, Defensa 
Jurídica, Desarrollo Rural, Tierras, Seguri-
dad Vial, Infraestructura, Hidrocarburos, 
Espectro y otras más. Algunas de ellas 
llegan a tener incluso una destinación 
presupuestal parecida o superior a varios 
ministerios, puesto que tienen a su cargo la 
implementación o coordinación de políticas 
macro, es decir que superan la capacidad 
de jurisdicción de algunos ministerios 
como tal.  

De otro lado, está visto que la fórmula 
de ampliar el número de ministerios no 
siempre termina siendo la más eficiente en 
nuestro país, tal como se evidenció cuando 
en el anterior gobierno se crearon cuatro 
carteras dependientes de la Presidencia, que 
luego hubo de reversar por los continuos 
choques de competencia con los ministros 
tradicionales. 

También es evidente que existe super-
posición de funciones entre algunos mi-
nisterios, departamentos administrativos 
e institutos descentralizados del orden 
nacional, en tanto que en otras ramas del 
poder público se habla, igualmente, de una 
estructura poco funcional entre varias enti-
dades e instancias que se han ido creando 
en los últimos años, o cuyas facultades se 
ampliaron o recortaron sin el suficiente 
análisis sobre su funcionamiento en el día 
a día estatal. Igual ha ocurrido con algunas 

consejerías presidenciales, cuyo número y 
labores a cargo han sido ampliamente mo-
dificados en los años recientes.

¿Necesita el país una restructuración del 
tamaño y conjunto orgánico del Estado? Esa 
es una pregunta muy compleja. Es claro que 
la funcionalidad del aparato institucional de 
nuestro país ha tenido filtros importantes, 
por ejemplo, el examen que sobre la materia 
se hizo durante el proceso de entrada de 
Colombia a la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económicos (OCDE). 
Sin embargo es evidente que con nuevos 
marcos normativos como el de la Ley de 
Regiones, aprobada a mediados del año 
pasado, se requiere una mayor capacidad de 
coordinación y flujo de decisiones entre el 
Gobierno Nacional Central y las administra-
ciones departamentales y municipales. Igual 
ocurre con los nuevos mandatos legales en 
cuanto a distritos y áreas metropolitanas, así 
como frente a los procesos de ciudad-región 
que hoy se imponen como obligatorios en 
muchos nodos territoriales y poblacionales 
del país.  

Este un análisis que debe abordarse de 
forma tranquila por parte no solo del Go-
bierno y el Congreso sino de la academia y 
otras instancias políticas, sociales, econó-
micas, gremiales y regionales. Colombia es 
hoy, sin duda, uno de los países con mejor 
estructuración institucional del continente, 
pero el Estado, según las teorías modernas, 
es un aparato vivo y sistémico que conti-
nuamente debe ser revisado para aumentar 
su eficiencia y capacidad de cumplir sus 
objetivos.
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